














 
DIRECCIÓN JURÍDICA 

    
No. Oficio. - INE/DJ/11130/2022 

 
Ciudad de México, a 8 de septiembre de 2022 

 
Asunto: Atención a consulta 

Es te  documen to  ha  s ido  f i rmado  e lec t rón icamen te  de  con fo rm idad  con  los  a r t ícu los  10  y  22  de l  
Reg lamen to  pa ra  e l  uso  y  ope rac ión  de  la  F i rma  E lec t rón ica  Avanzada  en  e l  Ins t i tu to  Nac i ona l  
E lec to ra l .  
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MTRO. CHRISTIAN FLORES GARZA, 

SECRETARIO EJECUTIVO DEL INSTITUTO ELECTORAL  

Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE JALISCO, 

PRESENTE. 

 

Referencia 

 

Mediante el oficio 1515/2022 consultó si es posible que la emisión de su normativa interna 

para regular los procedimientos de atención, previstos en el Título Quinto del Libro Quinto 

del Estatuto, por lo que hace al Procedimiento Laboral Sancionador, sea a través de la Ley 

para los Servidores Públicos del estado de Jalisco y sus municipios, que contempla la figura 

del Procedimiento Laboral Sancionador y, respecto a la atención preliminar y procedimientos 

de conciliación, se genere únicamente protocolo.  

 

Fundamento 

  

La Dirección de Asuntos de Hostigamiento y Acoso Sexual y Laboral forma parte de la 

Dirección Jurídica que, en términos del artículo 67, párrafo 1, incisos e) y gg), del Reglamento 

Interior, está adscrita a la Secretaría Ejecutiva y tiene a su cargo elaborar y/o revisar, en el 

ámbito de su competencia los proyectos de acuerdos, instrumentos normativos y demás 

dispositivos que les sean requeridos por los órganos del Instituto para el funcionamiento y 

cumplimiento de las atribuciones que tiene conferidas; así como, las demás atribuciones que 

le confiera el Reglamento Interior y otras disposiciones aplicables. 

 

Por su parte, el artículo 462 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral Nacional y del 

Personal de la Rama Administrativa (Estatuto) prevé que cada OPLE deberá emitir su 

normativa respecto a la sustanciación y resolución del procedimiento laboral sancionador y 

recurso de inconformidad aplicables a su personal, los cuales deberán ajustarse a las reglas 

establecidas en el Libro Cuarto de la propia norma estatuaria. 

 

Asimismo, el artículo 464, párrafo segundo, del Estatuto, establece que los Lineamientos 

que emitan los OPLE en materia de disciplina deberán ser validados por la Dirección Jurídica, 

a fin de garantizar el apego a los principios rectores de la función electoral, a las disposiciones 

constitucionales, legales y estatutarias. 

 

Por último, mediante acuerdo INE/JGE120/2020 aprobado por la Junta General Ejecutiva 

de este Instituto en sesión ordinaria celebrada el 26 de octubre de 2020, se expidieron los 

Lineamientos generales aplicables a la Conciliación Laboral, al Procedimiento Laboral 



 
 DIRECCIÓN JURÍDICA 

    
No. Oficio. - INE/DJ/11130/2022 

 
  
 
 

 
Es te  documen to  ha  s ido  f i rmado e lec t rón icamen te  de  con fo rm idad  con  los  a r t ícu los  10  y  22  de l  Reg lamen to  
pa ra  e l  uso  y  ope rac ión  de  la  F i rma  E lec t rón ica  Avanzada  en  e l  I ns t i tu to  Nac iona l  E lec to ra l .  

Página 2 de 7 

 

Sancionador y al Recurso de Inconformidad del Servicio Profesional Electoral Nacional del 

Sistema de los OPLE (Lineamientos generales), en los que se establece, en lo conducente, 

lo siguiente:  

 

(...) 

 

Sobre las disposiciones generales de los Lineamientos:  

 

X. En consonancia con lo anterior y en términos de lo previsto en el artículo 464, párrafo 

segundo del Estatuto, la normatividad que emitan los OPLE en materia disciplinaria deberá 

ser validada por la Dirección Jurídica del Instituto. 

 

(...) 

 

Respuesta 

  

En principio, cabe apuntar que los Lineamientos generales aprobados por la JGE constituyen 

un marco de referencia dirigido a los OPLE, con los que se pretenden establecer las 

recomendaciones que deberán observar en la emisión de su normativa interna para regular los 

procedimientos de atención previstos en el Título Quinto del Libro Quinto del Estatuto. 

 

Lo anterior, con la finalidad de otorgar directrices que, según la capacidad técnica y operativa 

de cada OPLE, permitan implementar mecanismos para atender, prevenir, sancionar, reparar y 

dar seguimiento a los asuntos HASL, con la debida diligencia, así como establecer pautas que 

permitan implementar un procedimiento laboral sancionador que se ajuste al principio del debido 

proceso y defensa de las partes, procurando una atención integral hacia las personas agraviadas. 

 

Ahora bien, en los Lineamientos aprobados por la JGE, no se excluye la posibilidad de que 

los OPLE, de conformidad con la autonomía que gozan, adopten otros principios normativos 

complementarios que, de acuerdo con las características y naturaleza de cada organismo y con 

base en los criterios y experiencias, redunden en la obtención de mejores resultados y en la 

incorporación de valor agregado. 

 

Lo anterior, sin perder de vista las directrices de este marco general, como lo serían, las 

actuaciones que lleven a cabo las autoridades que intervienen en los procesos contemplados en 

los Libros Cuarto y Quinto del Estatuto, las cuales se deberán regir bajo los principios de acceso 

a la justicia, debido proceso, debida diligencia, igualdad y no discriminación, perspectiva de 

género, no revictimización, y veracidad. 
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Ahora bien, al analizar el marco normativo estatal, no pasa desapercibido que los artículos 

12, base IV, párrafo segundo, y 70, fracción VII, y 72, párrafo primero, de la Constitución Política 

del estado de Jalisco, establecen lo siguiente:  

 

Art. 12. La renovación de los titulares de los poderes Legislativo y Ejecutivo, así como de los 

ayuntamientos, se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas conforme a 

las siguientes bases:  

 

(…)  

 

IV. El Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del estado de Jalisco será autoridad en 

la materia, independiente en sus decisiones y funcionamiento, profesional en su desempeño; 

contará en su estructura con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia. El 

Consejo General será su órgano superior de dirección y estará conformado por un Consejero 

Presidente y seis consejeros electorales con derecho a voz y voto. Se integra también por los 

consejeros del Poder Legislativo, los representantes de los partidos políticos y el Secretario 

Ejecutivo, los cuales sólo tendrán derecho a voz. 

 

La ley determinará las reglas para la organización, funcionamiento y jerarquía de los órganos 

de dicho Instituto. Las instancias ejecutivas y técnicas dispondrán del personal calificado 

necesario para prestar el servicio profesional electoral. Las disposiciones de la ley y del 

estatuto que con base en ella apruebe el Instituto, regirán las relaciones de trabajo de 

los servidores del organismo; 

 

(…)  

 

Art. 70. El Tribunal Electoral resolverá en forma definitiva e inatacable, en los términos de 

esta Constitución y según lo disponga la ley: 

 

(…)  

 

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus trabajadores; 

 

(…)  

 

Art. 72.- Corresponde al Tribunal de Arbitraje y Escalafón conocer de las controversias que 

se susciten entre el Estado, los municipios, los organismos descentralizados y empresas de 

participación mayoritaria de ambos, con sus servidores, con motivo de las relaciones de 

trabajo y se regirán por la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, por todas las demás leyes y reglamentos de la materia, con excepción de las 

controversias relativas a las relaciones de trabajo de los servidores públicos 

integrantes del Poder Judicial del Estado y del Instituto Electoral del Estado. Sobre las 

disposiciones generales de los Lineamientos:  
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(...) 

 

De la transcripción anterior se advierte que el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 

de Jalisco es un organismo público autónomo cuyas relaciones de trabajo con sus personas 

servidoras se regirán al amparo de esa Constitución y del Estatuto que para tal efecto se apruebe. 

Asimismo, que es el Tribunal Electoral local quien dirime los conflictos o diferencias laborales que 

se susciten entre ambos.  

 

En atención a ello, se advierte que la función de las personas servidoras públicos que laboran 

en ese OPLE atiende a una naturaleza jurídica distinta a la prevista en la ley burocrática 

estatal, al tratarse de un organismo especializado en la función electoral, por lo cual se rige con 

base en la ley electoral local, así como, en el Estatuto que para tal efecto se emita, aunado a que 

tampoco se advierte supletoriedad alguna de la Ley para los Servidores Públicos del estado de 

Jalisco y de sus municipios.  

 

Por otra parte, de un análisis comparativo entre los Lineamientos generales emitidos por la 

JGE y la Ley estatal se advierte lo siguiente:  

 

Lineamientos generales 
 

Ley estatal Observación 

A. Etapa de investigación. Consiste en recabar los 
elementos necesarios, como lo son informes, 
declaraciones, documentales, entre otros, para 
determinar si se inicia o no el procedimiento laboral 
sancionador.  
 
En este apartado se señalarán las formalidades que la 
autoridad debe cumplir a efecto de recabar elementos 
de prueba correspondientes. 

Artículo 26.- El procedimiento administrativo de 
responsabilidad laboral se desahogará conforme a 
lo siguiente: 
 
I. Levantamiento del acta administrativa: (…) 

 
II. Remisión del acta administrativa: (…) 

 
III. Revisión de documentación: (…) 
 

Sí se cumple 

B. Inicio de procedimiento. En esta etapa se deberá 
de regular los requisitos y exigencias que tiene la 
autoridad instructora para emitir la primera actuación 
con la que formalmente comienza el procedimiento 
sancionador, así como el establecimiento de reglas 
para hacer del conocimiento a la persona probable 
infractora, las acusaciones formuladas en su contra, 
así como de las pruebas ofrecidas o recabadas durante 
la etapa de investigación, para que pueda preparar y 
presentar su contestación. 
 

Artículo 26.- (…) 
 
IV. Acuerdo de avocamiento y señalamiento de 

audiencia: (…) 
 

V. Notificación del acuerdo de avocamiento: 
(…) 

 

Sí se cumple 
 
 

C. No inicio del procedimiento. En caso de que se 
determine el no inicio del procedimiento laboral 
sancionador, se deberá elaborar el auto 
correspondiente y notificar a las partes. 
 

No existe disposición alguna al respecto 
 
 
 
 

No se cumple 
 

C. Contestación. Se regulará la manera en que la 
persona probable infractora podrá hacer 

Artículo 26.- (…) 
 

Sí se cumple  



 
 DIRECCIÓN JURÍDICA 

    
No. Oficio. - INE/DJ/11130/2022 

 
  
 
 

 
Es te  documen to  ha  s ido  f i rmado e lec t rón icamen te  de  con fo rm idad  con  los  a r t ícu los  10  y  22  de l  Reg lamen to  
pa ra  e l  uso  y  ope rac ión  de  la  F i rma  E lec t rón ica  Avanzada  en  e l  I ns t i tu to  Nac iona l  E lec to ra l .  

Página 5 de 7 

 

manifestaciones y aportar elementos de prueba que 
estime pertinente para desvirtuar la acusación en su 
contra y producir su defensa en el procedimiento. 
 

VI. Desahogo de audiencia: (…) 
 

D. Instrucción. Se establecerán las reglas para 
ofrecer, admitir y desahogar las pruebas de las partes, 
así como para la práctica de diligencias que permitan 
la integración y, en su caso, a efecto de sustanciar el 
procedimiento y emitir la resolución que en derecho 
corresponda en el procedimiento. 

Artículo 26.- (…) 
 
VII. Desahogo de audiencia: (…) 

 
e) El servidor público presunto 
responsable, por sí o a través de su 
representante sindical o legal podrá ofrecer 
las pruebas que estime convenientes, para 
su defensa; f) Previo estudio, se admitirán 
y desahogarán las pruebas ofrecidas por 
las partes; y g) La audiencia podrá 
suspenderse para el desahogo de las 
pruebas que por su propia naturaleza lo 
requieran o por la ausencia del servidor 
público denunciado o de los firmantes del 
acta administrativa, siempre y cuando esté 
motivada por alguna causa justificada. En 
caso de enfermedad que les impida 
comparecer, sólo podrá justificarse la 
causa a través del certificado médico que 
emita el Instituto Mexicano del Seguro 
Social en caso de estar inscrito a sus 
servicios, salvo que se trate de un 
accidente o urgencia que amerite inmediata 
intervención o atención. 

 

Sí se cumple 

E. Alegatos. Se preverá la posibilidad de que las 
partes puedan formular manifestaciones adicionales a 
su favor previo al cierre de instrucción para dejar el 
expediente en estado de resolución. 
 

No existe disposición alguna al respecto  
 
 
 

No se cumple 
 

G. Resolución. Se fijarán los requisitos que debe 
contener la determinación que ponga fin al 
procedimiento, los plazos que tiene la autoridad 
resolutora para resolverlo y, el establecimiento de las 
reglas para la ejecución de la sanción. 

Artículo 26.- (…) 
 
VIII. Resolución: Instruido el procedimiento 

administrativo, el órgano de control 
disciplinario remitirá el expediente de 
responsabilidad laboral al titular de la 
entidad pública, para que resuelva sobre la 
imposición o no de sanción, en la que se 
tomará, en cuenta: a) La gravedad de la 
falta cometida; b) Las condiciones 
socioeconómicas del servidor público; c) El 
nivel jerárquico, los antecedentes y la 
antigüedad en el servicio del infractor; d) 
Los medios de ejecución del hecho; e) La 
reincidencia en el incumplimiento de sus 
obligaciones; y f) El monto del beneficio, 
daño o perjuicio derivado de la falta 
cometida.  

Sí se cumple 
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(…) 

 
Artículo 25. Es deber de los titulares de las 
entidades públicas imponer, en sus respectivos 
casos, a los servidores públicos las sanciones a que 
se hagan acreedores por el mal comportamiento, 
irregularidades o incumplimiento injustificado en el 
desempeño de sus labores, pudiendo consistir en: 
I. Amonestación;  
II. II. Suspensión hasta por treinta días en el 

empleo, cargo o comisión;  
III. III. Cese en el empleo, cargo o comisión; 
IV.  IV. Inhabilitación para desempeñar 

cualquier cargo, empleo o comisión 
pública hasta por un periodo de seis años; 
o V. Cese con inhabilitación para 
desempeñar cualquier cargo, empleo o 
comisión pública hasta por un periodo de 
seis años.  

(…) 
 

IX. Del medio de impugnación administrativo. Cada 
OPLE deberá regular lo pertinente para la 
interposición, substanciación y resolución de un medio 
de defensa administrativo que permita a los miembros 
del Servicio controvertir los actos o resoluciones 
emitidas en los procedimientos laborales 
sancionadores, así como la autoridad o autoridades 
que intervendrán en esas etapas. Se deberá considerar 
que la atribución de resolver ese medio de impugnación 
recaiga en un órgano de preferencia que actúe de 
manera colegiada y sea diverso e independiente a 
aquél que emitió el acto o resolución que se 
controvierta, con plenas facultades para la 
modificación, revocación o inclusive confirmación del 
acto o resolución impugnada. 

Artículo 112. Para conocer de los conflictos 
laborales individuales y colectivos que se presenten 
entre los sujetos de esta Ley habrá un Tribunal de 
Arbitraje y Escalafón (…) 
 
Artículo 114. El Tribunal de Arbitraje y Escalafón 
será competente para: I. Conocer y resolver los 
conflictos individuales que se susciten entre los 
Titulares de las dependencias y entidades públicas 
y sus trabajadores, así como los demás casos que 
la ley prevea; (…) 
 
Artículo 116. En los conflictos de naturaleza 
individual, el Tribunal de Arbitraje y Escalafón podrá 
comisionar a un auxiliar de instrucción, o secretario, 
para la tramitación del procedimiento desde su 
inicio hasta el cierre de instrucción. 
 

Sí se cumple 

 

En ese sentido, del análisis realizado por esta Dirección Jurídica a los instrumentos jurídicos 

referidos, así como a las que integran al Procedimiento Administrativo de Responsabilidad 

Laboral contemplado en la Ley estatal, se advierte que este carece de las disposiciones 

normativas para atender los casos HASL de manera integral, así como el procedimiento de 

conciliación. 

 

Concretamente, en la legislación estatal no existe previsión jurídica alguna para ordenar el 

no inicio del procedimiento o la etapa de alegatos, tal y como lo exigen los Lineamientos generales 
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emitidos por la JGE, por lo que de tomar en consideración solo la Legislación estatal, se considera 

que se podría incurrir en laguna omisión al obviar estas disposiciones. 

 

No obstante, con la finalidad de dar cumplimiento a la finalidad esencial de la reforma al 

Estatuto, que tiene como propósito que las autoridades electorales administrativas nacional y de 

las entidades federativas robustezcan sus condiciones para cumplir con la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, se considera que 

ese Instituto Estatal debe regular los procedimientos de atención a los casos HASL y el 

procedimiento de conciliación, de conformidad con los lineamientos internos que ya fueron 

validados por esta Dirección, sin menoscabo de que siempre pueden realizarse las 

modificaciones que en su caso se estimen pertinentes. 

 

Por último, se estima que la Ley estatal burocrática, en todo caso, solo podría considerarse 

de manera supletoria al procedimiento que se contemple en los Lineamientos que deberá emitir 

ese OPLE, en acatamiento a lo dispuesto por la Junta General Ejecutiva de esta Instituto en el 

acuerdo INE/JGE/160/2022. 

 

Le envío un cordial saludo. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

MTRO. GABRIEL MENDOZA ELVIRA,  

DIRECTOR JURÍDICO 

 
ATM/DGLD 
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